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El presente trabajo académico busca analizar la motivación de los actos administrativos 
en el marco de los procedimientos administrativos sancionadores de la Autoridad 
Nacional del Agua, para lo cual, primeramente se realiza una labor dogmática, de 
carácter más puramente intelectual de la categoría jurídica de la motivación, 
posteriormente da a conocer el marco institucional en el cual se enmarca nuestro objeto 
de estudio, para finalmente hacer un análisis de la aplicación práctica que se viene 
haciendo de esta categoría en materia de procedimiento administrativo sancionador por 
transgresión a la legislación de recursos hídricos. Para ésta última parte, se empleó la 
metodología funcional-inductiva, considerando que una investigación jurídica que opte 
por la metódica funcionalista partirá siempre del trato directo con la realidad concreta, 
que es la materia de su análisis hasta lograr una generalización. El trabajo académico 
considera como población a la totalidad de las resoluciones emitidas por el TNRCH de 
la ANA en materia de PAS el año 2017  y la muestra comprende las resoluciones 
emitidas por el TNRCH de la ANA en materia de PAS durante el primer cuatrimestre del 
año 2017. Se concluye, entre otros, que en el 10% de las resoluciones emitidas por 
TNRCH, éste determinó que las resoluciones impugnadas fueron emitidas sin la debida 
motivación durante el primer cuatrimestre, lo cual hace resaltar la importancia de la 
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La Política del Estado Peruano respecto al agua, lo reconoce como elemento vital 
para el desarrollo económico del país y el bienestar de la población, priorizando el 
agua como pilar fundamental para alcanzar el desarrollo sostenible del país. 
La Ley de Recursos Hídricos-Ley N° 29338 precisa que la Autoridad Nacional del 
Agua es la máxima autoridad técnico-normativa del Sistema Nacional de Gestión 
de los Recursos Hídricos y ejerce jurisdicción administrativa exclusiva en materia 
de aguas, desarrollando acciones de administración, fiscalización, control y 
vigilancia, para asegurar la preservación y conservación de las fuentes naturales 
de agua, de los bienes naturales asociados a éstas y de la infraestructura 
hidráulica, ejerciendo para tal efecto, la facultad sancionadora. 
Como sabemos, el ius puniendi o la facultad de sancionar del Estado encuentra 
sus límites en el Estado de Derecho, en el cual el Derecho Administrativo juega 
un rol decisivo para su realización, pues al tener como sujeto a la Administración 
busca garantizar la eficacia de su actuación y asimismo la somete al Derecho con 
el fin de lograr el respeto de los derechos de los administrados. 
En esa línea, debemos resaltar que el acto administrativo, como resultado de todo 
procedimiento administrativo, contiene la decisión de la Administración, que en 
palabras de León Luna puede impactar positiva o negativamente en los 
administrados (2015:320). En este contexto, la motivación adquiere relevante 
importancia, pues permitirá conocer los argumentos concretos que conllevaron a 
la Administración a la toma de una decisión. A decir de Rodríguez, la motivación 
es una obra de artesanía jurídica que expresa el compromiso de una 
administración pública y de sus agentes por elaborar y confeccionar actos 
administrativos en el marco del Estado de Derecho (2011:67). 
Es por ello que el objetivo del presente artículo es analizar la motivación de los 
actos administrativos en el marco de los procedimientos administrativos 
sancionadores de la Autoridad Nacional del Agua, para lo cual, primeramente se 
realizará una labor dogmática, de carácter más puramente intelectual de la 
categoría jurídica de la motivación, posteriormente revisaremos el marco 
institucional en el cual se enmarca nuestro objeto de estudio, para finalmente 
hacer un análisis de la aplicación práctica que se viene haciendo de esta categoría 
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en materia de procedimiento administrativo sancionador por transgresión a la 
legislación de recursos hídricos. 
En ese entender, el estudio de la motivación se aborda en el presente trabajo tanto 
desde el plano conceptual, abordando cuestiones como el concepto, marco 
normativo o los requisitos generales de la motivación; como en el plano aplicativo, 
centrado en el estudio de las resoluciones administrativas del Tribunal Nacional 
de Resolución de Controversias Hídricas en materia de procedimiento 
administrativo sancionador emitidos durante el año 2017, a través de las cuales 
analizaremos la motivación de las decisiones de las Autoridades Administrativas 
del Agua en ejercicio de su potestad sancionadora. 
En el presente trabajo se evaluará si el plano dogmático de la motivación se 
armoniza con la práctica jurídica, asimismo nos permitirá destacar la importancia 
de la motivación de los actos administrativos para el cumplimiento de los fines de 
la Administración Pública y como garantía de los derechos del administrado frente 
a la Administración, en este caso, en el marco de los procedimientos 




















LA MOTIVACIÓN DEL ACTO ADMINISTRATIVO 
I.1  La motivación como elemento de validez del acto administrativo 
En palabras de Bocanegra un acto administrativo es válido cuando cumple 
con las condiciones formales y materiales que el Ordenamiento exige para 
su existencia; la validez equivale por tanto, a la plena conformidad a Derecho 
del acto administrativo (2005:107). 
Siguiendo a Zegarra, es importante mencionar que la motivación por un 
sector de la doctrina, al que denomina tradicional, es considerada como un 
requisito meramente formal del acto administrativo (2011: 161), sin embargo 
el legislador peruano ha seguido la tendencia de acentuar el aspecto de 
fondo, lo que le otorga un carácter sustantivo como elemento del acto 
administrativo. 
La motivación aparece como una necesidad tendiente a la observancia del 
principio de legalidad en la actuación de los órganos estatales y que desde el 
punto de vista del particular o administrado traduce una exigencia fundada en 
la idea de una mayor protección de los derechos individuales, ya que de su 
cumplimiento depende que el administrado pueda conocer de una manera 
efectiva y expresa los antecedentes y razones que justifiquen el dictado del 
acto (Cassagne:1974:212).  
Por su parte Isasi resalta que este capital elemento cumple una 
funcionalidad esencial para la seguridad jurídica y el derecho al debido 
procedimiento, porque permite al administrado conocer las razones por las 
que se estima o desestima su pretensión y argüir en su defensa mediante 
los recursos que la ley le franquea (2014:331). 
Es fundamental comprender, como señala Zegarra, que la motivación desde 
sus bases, guarda tal importancia que trasciende de ser considerada como 
un mero elemento que configura una declaración de la Administración, ya 
que, “ha venido a constituirse en un verdadero soporte, no sólo de los 
derechos del ciudadano frente a la Administración, sino también de la propia 




Al respecto, concordamos con Navarro al considerar que el ejercicio de una 
potestad discrecional implica ciertos deberes de su titular, de ahí que la 
motivación es un deber jurídico de la Administración (2017:65) 
I.2 Marco normativo de la motivación 
 En el inciso 4 del artículo 3°1 del Texto Único Ordenado de la Ley del 
Procedimiento Administrativo General- Ley N° 27444 (en adelante, TUO de 
la Ley) se establece a la motivación como uno de los requisitos de validez 
de los actos administrativos. 
 En el inciso 1 del artículo 6° del TUO de la Ley se indica que la motivación 
debe ser expresa, mediante una relación concreta y directa de los hechos 
probados relevantes del caso específico, y la exposición de las razones 
jurídicas y normativas que con referencia directa a los anteriores justifican el 
acto adoptado. 
 En el inciso 3 del mencionado artículo se señala que no son admisibles como 
motivación, la exposición de fórmulas generales o vacías de fundamentación 
para el caso concreto o aquellas fórmulas que por su oscuridad, vaguedad, 
contradicción o insuficiencia no resulten específicamente esclarecedoras 
para la motivación del acto. 
Por su parte Isasi precisa que, no cabe confundir “motivo” con “motivación”. 
Los actos administrativos, al igual que las resoluciones judiciales, deben ser 
                                                          
1  Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto 
Supremo N° 006-2017-JUS 
 “Artículo 3.- Requisitos de validez de los actos administrativos  
Son requisitos de validez de los actos administrativos: 
1. Competencia.- Ser emitido por el órgano facultado en razón de la materia, territorio, grado, 
tiempo o cuantía, a través de la autoridad regularmente nominada al momento del dictado y en 
caso de órganos colegiados, cumpliendo los requisitos de sesión, quórum y deliberación 
indispensables para su emisión.  
2. Objeto o contenido.- Los actos administrativos deben expresar su respectivo objeto, de tal modo 
que pueda determinarse inequívocamente sus efectos jurídicos. Su contenido se ajustará a lo 
dispuesto en el ordenamiento jurídico, debiendo ser lícito, preciso, posible física y jurídicamente, y 
comprender las cuestiones surgidas de la motivación.  
3. Finalidad Pública.- Adecuarse a las finalidades de interés público asumidas por las normas que 
otorgan las facultades al órgano emisor, sin que pueda habilitársele a perseguir mediante el acto, 
aun encubiertamente, alguna finalidad sea personal de la propia autoridad, a favor de un tercero, 
u otra finalidad pública distinta a la prevista en la ley. La ausencia de normas que indique los fines 
de una facultad no genera discrecionalidad.  
4. Motivación.- El acto administrativo debe estar debidamente motivado en proporción al 
contenido y conforme al ordenamiento jurídico.  
5. Procedimiento regular.- Antes de su emisión, el acto debe ser conformado mediante el 
cumplimiento del procedimiento administrativo previsto para su generación.” 
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motivados en forma expresa porque ello permite al ciudadano afectado o 
beneficiado conocer cabalmente sus efectos, evitar la arbitrariedad y permitir 
al administrado utilizar los recursos impugnatorios que correspondan. Es 
decir, no solo debe existir una causa o presupuesto de hecho determinante 
del acto que es el motivo, sino que tal causa o presupuesto de hecho debe 
hacerse explícito, debe ser manifestado en forma expresa. A eso se le llama 
motivación. (2014: 322). 
 Entonces podemos colegir que el artículo 3° inciso 4 del TUO de la Ley 
combina ambos conceptos al señalar que la existencia de motivación es un 
requisito de validez del acto administrativo y que el acto administrativo debe 
estar debidamente motivado en proporción al contenido y conforme al 
ordenamiento jurídico. 
 Por otro lado, es preciso indicar que las únicas excepciones previstas en el 
TUO de la Ley en cuanto al deber de Motivación de los actos administrativos 
se reducen a las decisiones de mero trámite, a las declaraciones de 
procedencia de las solicitudes de los administrados por parte de la entidad 
estatal y en la medida de que no exista perjuicio alguno respecto de terceros 
y a los supuestos en los cuales se haya emitido una gran cantidad de actos 
administrativos sustancialmente iguales, en cuyo caso bastará con la 
existencia de una motivación única que se extienda a todos ellos.2 
I.3  La motivación como mandato Constitucional 
El artículo 139° de la Constitución Política del Perú (en adelante, CPE) indica 
los principios y derechos de la función jurisdiccional y establece en el inciso 
3 la observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional y en el inciso 5 
la motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias. 
El Tribunal Constitucional (en adelante, Tribunal)  ha establecido en la STC 
0023-2005-AI/TC, fundamento 43 que:  
                                                          
2  Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto 
Supremo N° 006-2017-JUS  
“Artículo 6°.- Motivación del acto administrativo. 
(…) 
6.4 No precisan motivación los siguientes actos: 
6.4.1 Las decisiones de mero trámite que impulsan el procedimiento. 
6.4.2 Cuando la autoridad estima procedente lo pedido por el administrado y el acto administrativo no perjudica 
derechos de terceros.” 





“(…) los derechos fundamentales que componen el debido proceso y 
la tutela jurisdiccional efectiva son exigibles a todo órgano que tenga 
naturaleza jurisdiccional (jurisdicción ordinaria, constitucional, 
electoral y militar) y que pueden ser extendidos, en lo que fuere 
aplicable, a todo acto de otros órganos estatales o de particulares 
(procedimiento administrativo, procedimiento legislativo, arbitraje y 
relaciones entre particulares, entre otros)” 
Y en el fundamento 48 que:  
“(…) este contenido presenta dos expresiones: la formal y la 
sustantiva.  En la de carácter formal, los principios y reglas que lo 
integran tienen que ver con las formalidades estatuidas, tales como las 
que establecen el juez natural, el procedimiento preestablecido, el 
derecho de defensa y la motivación; y en su expresión sustantiva, 
están relacionados los estándares de razonabilidad y proporcionalidad 
que toda decisión judicial debe suponer”  
Importa señalar que este Tribunal ha precisado que el derecho al debido 
proceso comprende, a su vez, un conjunto de derechos constitucionales que 
forman parte de su estándar mínimo, entre los cuales se encuentra el 
derecho a la motivación. 
El Tribunal, a su vez, en la STC Exp. 02583-2012-PHC/TC fundamento 3 
indica que mediante la debida motivación, por un lado, se garantiza que la 
impartición de justicia se lleve a cabo de conformidad con la Constitución y 
las leyes (artículo 138º de la Constitución) y, por otro, que los justiciables 
puedan ejercer de manera efectiva su derecho de defensa. 
De lo antes señalado podemos colegir que, cuando el órgano jurisdiccional 
imparte justicia, está obligado a observar los principios, derechos y garantías 
establecidos en nuestra carta magna, en este sentido, la necesidad de que 
las resoluciones judiciales sean motivadas es un principio que informa el 
ejercicio de la función jurisdiccional y, al mismo tiempo, es un derecho 
fundamental de los justiciables.  
En lo que refiere a la motivación de los actos administrativos, el Tribunal en 
la STC 2192-2004-AA/TC, ha señalado:  
“La motivación de las decisiones administrativas no tiene referente 
constitucional directo.  No obstante, se trata de un principio 
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constitucional implícito en la organización del Estado Democrático de 
derecho, que se define en los artículos 3º y 43º de la Constitución 
como un tipo de Estado contrario a la idea del poder absoluto o 
arbitrario.  En el Estado constitucional democrático, el poder público 
está sometido al Derecho, lo que supone, entre otras cosas, que la 
actuación de la Administración deberá dar cuenta de esta sujeción a 
fin de despejar cualquier sospecha de arbitrariedad. Para lograr este 
objetivo, las decisiones de la Administración deben contener una 
adecuada motivación, tanto de los hechos como de la interpretación 
de las normas o el razonamiento realizado por el funcionario o 
colegiado, de ser el caso”.  
A su vez este Tribunal ha tenido oportunidad de expresar su posición en la 
STC 00091-2005-PA/TC, fundamento jurídico 9, párrafos 3 y 5 al 8; criterio 
reiterado en las STC 294-2005-PA/TC, 5514-2005-PA/TC, entre otras, en 
los siguientes términos: 
  
 “El derecho a la motivación de las resoluciones administrativas es de 
especial relevancia. Consiste en el derecho a la certeza, el cual 
supone la garantía de todo administrado a que las sentencias estén 
motivadas, es decir, que exista un razonamiento jurídico explícito entre 
los hechos y las leyes que se aplican. (…)” 
 “La motivación de la actuación administrativa, es decir, la 
fundamentación con los razonamientos en que se apoya, es una 
exigencia ineludible para todo tipo de actos administrativos, 
imponiéndose las mismas razones para exigirla tanto respecto de 
actos emanados de una potestad reglada como discrecional.” 
 “El tema de la motivación del acto administrativo es una cuestión clave 
en el ordenamiento jurídico-administrativo, y es objeto central de 
control integral por el juez constitucional de la actividad administrativa 
y la consiguiente supresión de los ámbitos de inmunidad 
jurisdiccional”. 
 “Constituye una exigencia o condición impuesta para la vigencia 
efectiva del principio de legalidad, presupuesto ineludible de todo 
Estado de derecho. A ello, se debe añadir la estrecha vinculación que 
existe entre la actividad administrativa y los derechos de las personas. 
Es indiscutible que la exigencia de motivación suficiente de sus actos 
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es una garantía de razonabilidad y no arbitrariedad de la decisión 
administrativa“. 
  
Como podemos observar el Tribunal en diversas sentencias ha enfatizado 
la importancia de la motivación como elemento del acto administrativo que 
garantiza la impartición de justicia y el derecho de defensa de los 
administrados, precisando además que la falta de motivación o su 
insuficiencia constituye una arbitrariedad e ilegalidad, en la medida en que 
es una condición impuesta por la LPAG. Así, la falta de fundamento racional 
suficiente de una actuación administrativa es por sí sola contraria a las 
garantías del debido procedimiento administrativo. 
 
I.4  Consecuencias de la falta de motivación de actos administrativos 
Morón al respecto, indica que el incumplimiento de la motivación 
administrativa puede dar lugar a consecuencias sobre los actos 
administrativos mismos y sobre las autoridades que los emiten. Las 
sanciones sobre los actos son la nulidad (cuando se omita la motivación o 
ella revele contravención legal o normativa) o la necesidad de dictar un 
nuevo acto para enmendarlo (en caso de motivación incongruente, 
imprecisa, insuficiente o parcial). Adicionalmente la infracción al deber de 
motivación conlleva a la responsabilidad administrativa para el autor del 
acto. (2011:71) 
I.4.1 La nulidad del acto administrativo 
El artículo 10 del TUO de la Ley establece las causales de nulidad, indicando 
que, son vicios del acto administrativo, que causan su nulidad de pleno 
derecho, los siguientes: 
1. La contravención a la Constitución, a las leyes o a las normas 
reglamentarias. 
2. El defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez, 
salvo que se presente alguno de los supuestos de conservación 
del acto a que se refiere el artículo 143. 
                                                          
3  Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto 
Supremo N° 006-2017-JUS  
“Artículo 14°.- Conservación del acto  
(…) 
14.1 Cuando el vicio del acto administrativo por el incumplimiento a sus elementos de validez, no sea 
trascendente, prevalece la conservación del acto, procediéndose a su enmienda por la propia autoridad emisora. 
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3. Los actos expresos o los que resulten como consecuencia de la 
aprobación automática o por silencio administrativo positivo, por los 
que se adquiere facultades, o derechos, cuando son contrarios al 
ordenamiento jurídico, o cuando no se cumplen con los requisitos, 
documentación o tramites esenciales para su adquisición. 
4. Los actos administrativos que sean constitutivos de infracción penal, o 
que se dicten como consecuencia de la misma. 
 Respecto al inciso segundo del artículo en mención, como ya sabemos, el 
TUO de la Ley en su artículo 3° señala taxativamente los requisitos de 
validez del acto administrativo, de modo tal que los vicios que afecten a 
alguno de aquellos requisitos, darán lugar a la nulidad del acto, salvo los 
supuestos de conservación previstos en el artículo 14°. 
 Para fines de esta investigación, nos compete analizar el vicio en la 
motivación. 
I.4.1.1 Vicio en la motivación 
 Como indicamos precedentemente, no debemos confundir el motivo con la 
motivación, el primero es el elemento material que constituye la causa de la 
generación del acto, mientras que la segunda es la expresión formal del 
motivo. 
 Al respecto, Isasi afirma que, el vicio de motivo no está específicamente 
regulado en nuestra legislación, puesto que el artículo 3° del TUO de la Ley 
señala como requisito de validez que “(…) El acto administrativo dese estar 
debidamente motivado en proporción al contenido y conforme al 
ordenamiento jurídico (…)” pero no regula expresamente la situación de un 
acto motivado en un presupuesto de hecho ilegal o inexistente como podría 
ser la destitución de un funcionario fundada en una causal no contemplada 
en la ley, también quedará viciado el acto si, existiendo motivos conformes 
con el ordenamiento jurídico, éstos no se han producido realmente, como 
ocurriría en el caso de una aceptación de una “renuncia” inexistente. 
(2014:422). En estos casos estaríamos frente a vicios en el motivo, a su vez, 
Morón sitúa aquellos casos dentro de los supuestos de vicios relativos al 
objeto o contenido del acto. (2011: 159) 





 Por lo que, el vicio en la motivación se produce cuando la motivación es en 
sí misma ambigua, genérica o insuficiente o incongruente, de manera que 
limita o imposibilita al administrado el conocimiento de sus motivos y por 



























LA AUTORIDAD NACIONAL DEL AGUA EN EL EJERCICIO DE SU 
POTESTAD SANCIONADORA 
II.1  La Autoridad Nacional del Agua   
La Autoridad Nacional del Agua (en adelante, ANA), es el ente rector y 
máxima autoridad técnico normativa del Sistema Nacional de Gestión de los 
Recursos Hídricos (SNGRH) en el Perú, según lo establece la Ley N° 29338, 
Ley de Recursos Hídricos (en adelante, LRH). 
Este organismo especializado adscrito al Ministerio de Agricultura y Riego 
fue creado por Decreto Legislativo N° 997 el 13 de marzo de 2008 con la 
responsabilidad de administrar, conservar, proteger y aprovechar los 
recursos hídricos de las diferentes cuencas de manera sostenible, 
promoviendo a su vez una cultura del agua que contribuya a la 
gobernabilidad y gobernanza hídrica en el Perú. 
La ANA tiene el objetivo de velar por el adecuado cumplimiento y aplicación 
de la Ley N° 29338 – Ley de Recursos Hídricos – por parte de todos los 
usuarios de este recurso tan importante para la vida y el desarrollo social, 
económico y ambiental del país, para ello se organiza como detallamos a 
continuación: 
II.2  Estructura Orgánica de la Autoridad Nacional Del Agua 
 De conformidad al artículo 17° de la Ley N° 29338, Ley de Recursos Hídricos 
(en adelante, LRH) la estructura básica está compuesta por los órganos 
siguientes: 
 Consejo Directivo 
 Jefatura 
 Tribunal Nacional de Resolución de Controversias Hídricas 
 Órganos de apoyo, asesoramiento y línea 
 Órganos desconcentrados, denominados Autoridades Administrativas 
del Agua 
 Administraciones Locales de Agua que dependen de las Autoridades 





II.3  Instancias administrativas en materia de aguas 
La ANA a fin de tramitar todo procedimiento administrativo sancionador (en 
adelante PAS), conforme al artículo 22° de la LRH tiene las siguientes 
instancias administrativas: 
 Las Autoridades Administrativas del Agua resuelven en primera 
instancia administrativa los asuntos de competencia de la Autoridad 
Nacional del Agua. 
 El Tribunal Nacional de Resolución de Controversias Hídricas resuelve 
en segunda instancia administrativa los asuntos de competencia de la 
Autoridad Nacional del Agua. 
A fin de entender el PAS en materia de aguas desarrollaremos el rol que 
cumplen    cada una de estas instancias administrativas. 
II.3.1 Rol de las Autoridades Administrativas del Agua como órganos de 
primera instancia administrativa en el marco de procedimientos 
administrativos sancionadores 
  El artículo 35° del Reglamento de Organización y Funciones de la Autoridad 
Nacional del Agua (en adelante, ROF de la ANA), aprobado por Decreto 
Supremo N° 006-2010-AG, la Autoridad Nacional del Agua tiene presencia 
en el país a través de órganos desconcentrados denominados Autoridades 
Administrativas del Agua (en adelante, AAA) que dirigen en sus respectivos 
ámbitos territoriales, la gestión de los recursos hídricos, en el marco de las 
políticas y normas dictadas por el Consejo Directivo y Jefatura de la 
Autoridad Nacional del Agua. 
  El ámbito territorial de las AAA comprende la agrupación de ámbitos 
territoriales de dos o más Administraciones Locales de Agua contiguas e 
indivisas. 
Las funciones de las AAA están contempladas en el artículo 36° del ROF de 
la ANA4, y en el artículo 38° se indican las funciones de la Dirección de la 
                                                          
4 Artículo 36°.· Funciones de las Autoridades Administrativas del Agua  
“Las Autoridades Administrativas del Agua ejercen en el ámbito de su competencia las funciones 
siguientes: 
 a. Ejecutar políticas y estrategias aprobadas por el Consejo Directivo y Jefatura de la Autoridad Nacional 
del Agua, para la gestión sostenible de recursos hídricos.  
b. Dirigir en el ámbito de su competencia el funcionamiento del Sistema Nacional de Gestión de Recursos 
Hídricos, coordinando y articulando permanentemente con sus integrantes las acciones necesarias para el 
cumplimiento de los objetivos de dicho sistema. 
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AAA, órgano ejecutivo de la Autoridad Administrativa del Agua encargado 
de conducir los procesos técnicos, jurídicos, entre las cuales son: 
 Dirigir en el ámbito de su competencia el funcionamiento del Sistema 
Nacional de Gestión de Recursos Hídricos, coordinando y articulando 
permanentemente con sus integrantes las acciones necesarias para el 
cumplimiento de los objetivos de dicho sistema. 
 Otorgar, modificar y extinguir: licencias de uso de agua, autorizaciones 
de uso de agua, autorizaciones de reuso de agua residual tratada: y, 
supervisar el otorgamiento de permisos; asimismo, aprobar la 
implantación, modificación y extinción de servidumbres forzosas de uso 
de agua. 
                                                          
c. Aprobar los estudios y obras de aprovechamiento hídrico, en fuentes naturales de agua, de acuerdo a 
los planes de Gestión de Recursos Hídricos de la Cuenca.  
d. Otorgar, modificar, y extinguir derechos de uso de agua; así como, aprobar la implantación, 
modificación y extinción de servidumbres de uso de agua.  
e. Otorgar autorizaciones de reuso de aguas residuales tratadas previa opinión de la autoridad ambiental 
sectorial competente, la que se expresa con la certificación ambiental correspondiente.  
f. Autorizar la ejecución de obras en los bienes naturales asociados al agua y en la infraestructura 
hidráulica pública multisectorial.  
g. Supervisar el cumplimiento de planes de descarga de presas de regulación, así como, de los manuales 
de operación y mantenimiento de las obras de infraestructura hidráulica mayor pública.  
h. Desarrollar acciones de supervisión, control y vigilancia para asegurar la conservación, protección de 
calidad y uso sostenible de los recursos hídricos, ejerciendo facultad sancionadora.  
i. Supervisar el cumplimiento del pago de la retribución económica por el uso de agua y por vertimientos 
de aguas residuales tratadas en las fuentes naturales de agua.  
j. Aprobar el valor de las tarifas por utilización de infraestructura hidráulica y de las tarifas de monitoreo 
y de gestión de aguas subterráneas propuesta por los operadores de acuerdo a la metodología aprobada. 
K. Implementar y mantener actualizado el inventario de infraestructura hidráulica, pública y privada, así 
como operar y mantener la red especifica de estaciones hidrométricas a su cargo.  
l. Realizar estudios, así como el inventario, caracterización y evaluación de recursos hídricos, el monitoreo 
y gestión de riesgos de glaciares, lagunas alto andinas, y de fuentes naturales de agua subterránea. 
m. Realizar monitoreo, prospección, evaluación y modelación de simulación de acuíferos.  
n. Elaborar los estudios técnicos que sirvan de sustento a los Planes de Gestión de Recursos Hídricos en las 
Cuencas. Una vez aprobados estos planes, supervisar su cumplimiento.  
o. Implementar acciones de sensibilización, capacitación y campañas de difusión para el establecimiento 
de una cultura del agua. aprobadas por la Alta Dirección de la Autoridad Nacional del Agua.  
p. Emitir opinión técnica previa vinculante respecto a la disponibilidad de recursos hídricos para aprobar 
la viabilidad de los proyectos de infraestructura hidráulica en el marco del Sistema Nacional de Inversión 
Pública. La opinión se sujetará a los lineamientos que establezca la Alta Dirección de la Autoridad Nacional 
del Agua. 
q. Emitir opinión técnica previa vinculante para el otorgamiento, por parte de las municipalidades, de 
autorizaciones extracción de material de acarreo en los cauces naturales. La opinión se sujetará a los 
lineamientos que establezca la Alta Dirección de la Autoridad Nacional del Agua.  
r. Supervisar que la participación de los operadores de infraestructura hidráulica se efectúen con arreglo 
a la Ley de Recursos Hídricos y su Reglamento. s. Aprobar la delimitación de fajas marginales y caudales 
ecológicos.  
s. Otras que le corresponda de acuerdo a la normatividad vigente y le asigne la Jefatura de la Autoridad 
Nacional del Agua.” 
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 Ejercer la facultad sancionadora, imponiendo las sanciones por infracción 
a la normatividad materia de aguas, previo informe de la Administración 
Local de Agua. 
II.3.2 Rol del Tribunal Nacional de Resolución de Controversias Hídricas 
como órgano de segunda instancia administrativa en el marco de 
procedimientos administrativos sancionadores 
 De conformidad al artículo 22° de la LRH y el artículo 14° del ROF de la 
ANA, el Tribunal Nacional de Resolución de Controversias Hídricas (en 
adelante, TNRCH) es el órgano de la Autoridad Nacional que, con 
autonomía funcional, conoce y resuelve en última instancia administrativa 
las reclamaciones y recursos administrativos contra las resoluciones 
emitidas por la Autoridad Administrativa del Agua y la Autoridad Nacional, 
según sea el caso.  
 El TNRCH tiene competencia nacional y sus decisiones solo pueden ser 
impugnadas en la vía judicial. 
 En el artículo 15° del ROF de la ANA en concordancia con el artículo 4° del 
Reglamento Interno del TNRCH de la ANA (en adelante, Reglamento 
Interno del TNRCH) aprobado por Resolución Jefatural N° 096-2014-ANA, 
se establecen las funciones de este Tribunal, las cuales son, entre otras, las 
siguientes: 
 Conocer y resolver en última instancia administrativa los recursos 
administrativos interpuestos contra los actos administrativos emitidos 
por los órganos desconcentrados y de línea de la Autoridad Nacional 
del Agua, según corresponda 
 Aprobar los precedentes administrativos de observancia obligatoria 
que interpreten de modo expreso y con carácter general el sentido de 
la legislación bajo su competencia. 
 Coordinar con las entidades públicas vinculadas a su competencia. 
 Declarar la nulidad de oficio en los asuntos de su competencia 
conforme a ley. 
 El artículo 20° del Reglamento Interno del TNRCH,  establece que el Tribunal 




 Recursos de Apelación contra actos administrativos expedidos, en 
primera instancia administrativa, por las Direcciones de Línea de la 
Autoridad Nacional del Agua. 
 Recursos de Apelación contra actos administrativos expedidos en 
primera instancia administrativa, por las Autoridad Administrativas del 
Agua  
 Recursos de Revisión contra Resoluciones de las Autoridades 
Administrativas del Agua que resuelven Apelaciones interpuestas 
contra actos administrativos emitidos por las Administraciones Locales 
de Agua.  
 El Tribunal se pronunciará sobre conflictos de competencia, nulidades 
de oficio y los demás asuntos que podrían corresponderle en su 
condición de última instancia administrativa. 
En el marco del presente estudio analizaremos a partir de las resoluciones del 
TNRCH la motivación de los actos administrativos que en materia de PAS emiten 



















LA MOTIVACIÓN DE ACTOS ADMINISTRATIVOS EN MATERIA DE 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR POR TRANGRECIÓN 
A LA NORMATIVA EN RECURSOS HÍDRICOS 
III.1  Objetivo 
Después de haber analizado el marco conceptual y normativo de la 
motivación del acto administrativo, así como, comprender como ejerce su 
potestad sancionadora la ANA, el presente artículo para esta parte final tiene 
por objetivo: 
-Verificar si las bases conceptuales y normativas ya estudiadas se 
armonizan con la puesta en práctica de ellas por parte de los operadores 
jurídicos en el marco de los PAS por infracción de la legislación en recursos 
hídricos. 
III.2   Objeto de estudio 
  El objeto del presente trabajo académico es el estudio de la motivación de 
los actos administrativos emitidos por las AAA en materia de PAS, a partir 
del análisis de las resoluciones del TNRCH. 
III.3 Metodología 
La metodología que empleó la presente investigación es funcional-inductiva, 
considerando que una investigación jurídica que opte por la metódica 
funcionalista partirá siempre del trato directo con la realidad concreta, que 
es la materia de su análisis hasta lograr una generalización. 
III.4  Población y muestra 
Se consideró como población a la totalidad de las resoluciones emitidas por 
el TNRCH de la ANA en materia de PAS el año 2017. 
La muestra comprende las resoluciones emitidas por el TNRCH de la ANA 
en materia de PAS durante el primer cuatrimestre del año 2017. 
III.5  Resultados 
 Durante el primer cuatrimestre del año 2017 el TNRCH de la ANA en materia 
de PAS emitió 42 resoluciones administrativas mediante las cuales analizó 
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los recursos administrativos impugnatorios presentados por los 
administrados contra las resoluciones emitidas por las AAA. 
 Al respecto, se ha verificado que en el 10% de las resoluciones emitidas por 
TNRCH, éste determinó que las resoluciones impugnadas fueron emitidas 
sin la debida motivación, como se detalla a continuación: 





































-Declarar fundado el 
recurso de apelación. 
-Absolver al recurrente 
de los cargos imputados 
en su contra en el 
presente PAS y disponer 






















-Declarar fundado el 
recurso de apelación. 
-Retrotraer el 
procedimiento al 
momento en que la 























-Declarar la nulidad de 
Oficio de la resolución 
administrativa 
impugnada por no 
haberse acreditado la 
infracción. 
-Reponer el 
procedimiento hasta el 
momento en que 
























-Declarar fundado en 
parte el recurso 
impugnatorio impuesto, 
en el extremo referido a 
la sanción impuesta. 
-Reformular la resolución 
administrativa 
impugnada, en el 
extremo referido al 
monto de la multa 
impuesta, reduciéndola a 
1 UIT. 
-Confirmar en lo demás 
que contiene la 
resolución directoral, en 
cuanto no se oponga a la 
presente resolución. 
-Dar por agotada la vía 
administrativa. 
Elaboración propia 
III.6  Limitaciones 
  Es preciso expresar las limitaciones que se tuvo para acceder a las 
resoluciones administrativas objeto del presente estudio, debido a que la 
página web de la ANA no tiene actualizada la base de datos y la información 
respecto a las resoluciones administrativas emitidas por el TNRCH de todos 
los años se encuentra incompleta, lo que dificultó poder realizar la 
investigación de un período completo. 
CONCLUSIONES 
La motivación es un elemento esencial de validez del acto administrativo que trasciende 
de ser un elemento formal para constituirse en un elemento sustancial y deber jurídico 
de la Administración Pública. 
La vulneración o vicio de la motivación tiene como consecuencia la nulidad del acto 
administrativo, salvo en los casos de conservación del acto. 
La Autoridad Nacional del Agua es el ente rector y máxima autoridad técnico normativa 
del Sistema Nacional de Gestión de los Recursos Hídricos con potestad sancionadora 
por transgresión a la legislación en recursos hídricos 
El 10% de las resoluciones emitidas por TNRCH, éste determinó que las resoluciones 
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